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Consejo Federal del Notariado Argentino - Federación. C.F.N.A.

Ref: Decreto 962 Año 2018. Registración de Boletos de Compraventa.
Sr. Presidente del Consejo Federal 

del Notariado Argentino

Not Jose A. AGUILAR

S               /                    D:
                                           Tenemos el agrado de dirigirnos a Usted a los efectos de elevar el dictamen de la Comisión de Legislación respecto del Decreto 962 Año 2018. Registración de Boletos de Compraventa, conforme lo solicitado por la Junta Ejecutiva, el siguiente tenor: 

VISTO Y CONSIDERANDO el Decreto en cuestión; y habiéndose analizado el mismo, elaborado por la Notaria Silvia Maela MASSICCIONI con la colaboración  de los Nots. José María LORENZO y Leandro N. POSTERARO SANCHEZ, y aprobado por la Comisión de Legislación, el cual se pone a disposición de la Junta Ejecutiva, siendo del siguiente tenor:

VISTO Y CONSIDERANDO: 

1) Que el Decreto 962 del 26 de octubre de 2018, publicado en el Boletín Oficial el 29 de octubre y con vigencia desde el día posterior al de su publicación (según lo dispone su art. 8º), regula la inscripción de boletos de compraventa de unidades funcionales o complementarias a construir o en construcción. 

2) Que el Decreto 962/2018 sustituye los arts. 2º, 3º, 4º y 21, incorpora el art. 31 bis y deroga el 19, todos respecto del Decreto 2080/80 t.o. 1999, reglamentario para la Capital Federal de la ley nacional 17.801 de Registro de la Propiedad Inmueble.

En consecuencia el decreto 962 de 2018 es modificatorio del Decreto 2080/80 T.O. 1999 reglamentario para Capital Federal de la Ley Nacional Registral Inmobiliaria 17.801. 

3) Que el Art. 2 decreto 2080/80 (hoy sustituido por decreto 962/2018) en su nueva redacción señala que "el Registro de la Propiedad Inmueble tomará razón de los documentos indicados en el art. 2º de la ley 17.801 y sus modificatorias, siempre que se refieran a inmuebles ubicados en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires". 
Con lo cual se concluye que el Decreto 962/2018 resulta aplicable sólo a la registración de los documentos autorizados por la ley 17.801 en su art. 2
, siempre que se refieran a inmuebles ubicados en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires
, no siendo por ende aplicable a ninguna otra jurisdicción local.

4) Que el referido art. 2° del decreto 2080/80 (hoy sustituido por decreto 962/2018) en su segundo párrafo, agrega: "Con relación a los boletos de compraventa, en los términos de lo previsto en el art. 1170 del Cód. Civ. y Com., tomará nota de los referidos a futuras unidades funcionales o complementarias, respecto de las cuales no se pueda ejercer la posesión en razón de su inexistencia actual".

En consecuencia, el Decreto 962/2018 regula específicamente la toma de razón de los boletos de compraventa de futuras unidades funcionales o complementarias, respecto de las cuales no se pueda ejercer la posesión en razón de su inexistencia actual, siendo que las mismas se encuentren en proyecto o en proceso de construcción. 

Y, si bien la norma en análisis refiere a la previsión contenida en el artículo 1170 del CCyCN, nada establece respecto de los boletos de compraventa de inmuebles que no reúnan esas características y que también pueden inscribirse a la luz del artículo 1170 antes citado
.

El texto del art. 1170 del Cód. Civ. y Com., en el Libro Tercero, Título V, Sección 8º "Boleto de Compraventa", refiere a la prioridad del comprador por boleto sobre los terceros que hayan trabado cautelares sobre el inmueble vendido si se cumplen las pautas que indica, a saber: "a) el comprador contrató con el titular registral, o puede subrogarse en la posición jurídica de quien lo hizo mediante un perfecto eslabonamiento con los adquirentes sucesivos; b) el comprador pagó como mínimo el veinticinco por ciento del precio con anterioridad a la traba de la cautelar; c) el boleto tiene fecha cierta; y d) la adquisición tiene publicidad suficiente, sea registral, sea posesoria".

5) Que el Art. 3 decreto 2080/80 (hoy sustituido por decreto 962/2018) admite la presentación mediante la Plataforma de Trámites a Distancia del sistema de Gestión Documental Electrónica indicando que: “A los efectos del último párrafo del artículo 3° de la Ley N° 17.801 se admitirán los documentos electrónicos firmados digitalmente por las partes, presentados mediante la Plataforma de Trámites a Distancia (TAD) del sistema de Gestión Documental Electrónica – GDE, la que otorgará fecha cierta del documento. Se considera que la firma digital del documento electrónico satisface el requisito de certificación por escribano público, juez de paz o funcionario competente.”

Al respecto, cabe señalar:

 a) Sobre la fecha cierta: el Art. 317 del CCyCN dispone: “La eficacia probatoria de los instrumentos privados reconocidos se extiende a los terceros desde su fecha cierta. Adquieren fecha cierta el día en que acontece un hecho del que resulta como consecuencia ineludible que el documento ya estaba firmado o no pudo ser firmado después.  La prueba puede producirse por cualquier medio, y debe ser apreciada rigurosamente por el juez”. 

En consecuencia, entendemos que la mención del decreto solo puede ser considerada como un medio de prueba más a ponderar por el juez. 

b) Sobre la equiparación de la firma digital a las firmas certificadas por escribano público, juez de paz o funcionario competente (a los efectos del último párrafo del artículo 3° de la Ley N° 17.801:)

No es posible soslayar que, si bien los boletos de compraventa resultan inscribibles, por aplicación de la preceptiva del art. 1170, inc. d), del Código Civil y Comercial, lo cierto es que esa inscripción debe cumplir con los requisitos claramente establecidos por el art. 3 de la ley 17801, que no puede ser modificada por decreto.

La ley 17801, refiriéndose a la solicitud de registración de los instrumentos privados, en su artículo 3 último párrafo indica: "Para los casos de excepción que establezcan las leyes, podrán ser inscriptos o anotados los instrumentos privados, siempre que la firma de sus otorgantes esté certificada por escribano público, juez de paz o funcionario competente"
.
La ley 17.801 es una ley especial nacional, por ende, complementaria del Código Civil, hoy Código Civil y Comercial. En consecuencia, mal puede un decreto reglamentario establecer consideraciones, interpretaciones o sustituciones (en este caso que la firma digital satisface el requisito de la certificación de firmas notarial, juez de paz o funcionario competente) que no surgen de la letra expresa de la ley sin vulnerarla. 

Así, pues conforme al ordenamiento jurídico nacional vigente no debe ni puede un decreto modificar una ley nacional de fondo atento lo dispuesto en los arts. 75, inc. 12
 de la Constitución Nacional. 

Con lo cual, se concluye: 

a) La consideración de que la presentación de los documentos mediante la Plataforma de Trámites a Distancia (TAD) del sistema de Gestión Documental Electrónica – GDE, le otorgará fecha cierta, es irrelevante atento lo dispuesto en el art. 317 CCyCN.

b) La consideración establecida en el Decreto 962/2018 respecto que la firma digital satisface el requisito de certificación de firmas avanza sobre el derecho de fondo (ley 17801 y Código Civil y Comercial), competencia exclusiva del Congreso de la Nación y en consecuencia resulta vulneratoria de nuestra Constitución Nacional (art. 75 inc. 12). 

6) Que el Art. 4 decreto 2080/80 (hoy sustituido por decreto 962/2018), indica que "los documentos autorizados por funcionarios de jurisdicción provincial, deberán estar debidamente legalizados. Se considera cumplido este requisito en los casos de documentos electrónicos firmados digitalmente en los sistemas de Gestión Documental Electrónica —GDE— contemplados en el art. 7º de la ley 27.446, siendo estos automáticamente interoperables".

El art. en cuestión provoca agravio federal, con el evidente objeto de suprimir las legalizaciones de cada una de las colegiaturas notariales del país, al considerar cumplido el requisito de la legalización en los casos de documentos electrónicos firmados digitalmente en los sistemas de Gestión Documental Electrónica (GDE); lo que constituye una severa intromisión del Poder Ejecutivo Nacional en los poderes no delegados o reservados de las Provincias, en los términos del art. 121 de nuestra Constitución Nacional.

7) Que el Art. 31 inc. c decreto 2080/80 (hoy sustituido por decreto 962/2018): en el inc. c), última parte del art. 31 bis agregado al dec. 2080/80 (t.o.) admite que "en caso de que las partes no cuenten con firma digital, podrán celebrar el boleto de compraventa o su cesión mediante la intervención de un escribano público quien deberá presentarlo a través de la Plataforma de Trámites a Distancia (TAD) ante el Registro de la Propiedad Inmueble de la Capital Federal, con su firma digital".

Al respecto cabe señalar que “Sobre la firma digital el presidente del Consejo Federal del Notariado Argentino, en nota fechada en Buenos Aires, el 5 de noviembre del corriente año, titulada "Sólo la escritura te hace dueño" advierte que "...el decreto pretende reemplazar la firma escrita por la firma digital, que es la utilizada para el sistema de Trámites a Distancia, en pos del supuesto beneficio de una baja de costos. Sucede que, más allá de la seguridad que pueda reconocerse o no a estos sistemas, la realidad indiscutible es que solamente hay certeza en cuanto a qué firma digital se usó, cuándo, y hasta dónde, pero no la hay respecto de quién la usó, y menos aún en cuanto a si quién la usó entendió lo que hacía y sus efectos"
. 

Así pues, un tercero que conozca las claves utilizadas por el verdadero titular de la firma digital y/o que posea el dispositivo de firma digital (vg. Token o similar) otorgado al titular de la misma podría insertar la misma en un Boleto de Compraventa, no pudiendo el sistema de Trámites a Distancia detectar dicha sustitución de identidad, lo cual abre la puerta a graves perjuicios para las personas. 

“La firma digital por sí sola, no "cubre" la legitimidad del disponente, la aseveración de su identidad, la veracidad de sus poderes o facultades para otorgar el acto obligando a la vendedora, etc. La implementación de importantes herramientas digitales, por sí solas no puedan garantizar la inviolabilidad futura de derechos sustantivos.”

8) Que en su artículo 7 el decreto 962  “invita a  las provincias a adoptar, por sí o a través de la autoridad local o dependencia que resulte competente, las medidas que fueren necesarias para la implementación de la registración de los boletos de compraventa, tal como se encuentra previsto en la presente medida”. 

Al respecto debe decirse que algunas provincias de nuestro país en sus leyes reglamentarias de la Lay Nacional 17.801, como por ejemplo Santa Fe y Tucumán, han previsto hace años la registración de boletos de compraventa
  y solo por Ley y no mediante otra disposiciones de jerarquía normativa inferior puede y debe regularse la registración sin riesgo de incurrir en la declaración de inconstitucionalidad de la disposición. 

9) Que la registración de los boletos es admitida por el art 1170 del Código Civil y Comercial, que incluye la publicidad registral de los Boletos de Compraventa Inmobiliaria, sino los efectos que el decreto pretende asignarle a la registración. 

Cabe preguntarnos si constituye la mera registración de los boletos garantía suficiente para los sujetos involucrados? Vendedor, comprador, constructora, desarrollista, bancos y/u otras instituciones crediticias,? 
La adquisición de un inmueble mediante boleto de compraventa no confiere a su adquirente ningún derecho real, no le confiere propiedad en sentido amplio o dominio en sentido técnico. En el régimen actual la adquisición por boleto no confiere privilegio ni garantías.  

El boleto de venta solo es un simple compromiso de las partes de luego otorgar la escritura pública traslativa de la propiedad, en consecuencia jamás puede reemplazarla.

Inclusive ni siquiera es imprescindible firmar un boleto como paso previo, y puede directamente firmarse la escritura que es el único instrumento por el cual se adquiere la propiedad complementado con la tradición. 

Se pretende con el Decreto en análisis que las entidades financieras otorguen créditos para la construcción de edificios en Propiedad Horizontal, obteniendo como garantía de los mismos los Boletos de Compraventa inscriptos a través del sistema previsto en la norma en análisis.

La única garantía real inmobiliaria es la hipotecaria y ésta, conforme al Código Civil y Comercial de la Nación, no puede tener como objeto derechos emergentes de un boleto de compraventa. Por otra parte el mecanismo previsto en el Decreto 962 no brinda las protecciones que otorgaban las leyes 14.005 para la venta de inmuebles fraccionados en lotes y a plazos o la ley 19.724 de prehorizontalidad, hoy derogadas. Tal como está regulado no cabe equiparación alguna. 

Por lo demás, en la reunión de Directores de Registro celebrada el día viernes 22 de Marzo del corriente en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires no se emitió declaración alguna sobre el decreto bajo análisis vigente únicamente para Ciudad Autónoma de Buenos Aires, puesto que al día de la fecha no ha adherido ninguna provincia del país. 

Por los argumentos expuestos, la Comisión de Legislación del Consejo Federal del Notariado Argentino dictamina: 

1) Recomendar la no adhesión del Consejo Federal del Notariado Argentino al Decreto 962/2018. 

2) Comunicar el presente dictamen a los Colegios miembros. 

� Artículo 2º - De acuerdo con lo dispuesto por los artículos 1890, 1892, 1893 y concordantes del CODIGO CIVIL Y COMERCIAL DE LA NACION, para su publicidad, oponibilidad a terceros y demás previsiones de esta ley, en los mencionados registros se inscribirán o anotarán, según corresponda, los siguientes documentos:





a) Los que constituyan, transmitan, declaren, modifiquen o extingan derechos reales sobre inmuebles;





b) Los que dispongan embargos, inhibiciones y demás providencias cautelares;





c) Los establecidos por otras leyes nacionales o provinciales.


� En sentido coincidente, MAZZEI, Juana Beatriz: “Comentario al decreto 962/2018: inscripción de boletos de compraventa”, ADLA2018-12, 66 Cita Online: AR/DOC/2564/2018, pág. 1.


� En sentido coincidente, MAZZEI, Juana Beatriz en su comentario, op cit. pág. 1.


. 


� El resaltado nos pertenece.


� El resaltado y subrayado nos pertenece. 


� Art. 75 CN Corresponde al Congreso. … inc. 12)  Dictar los Códigos Civil, Comercial, Penal, de Minería, y del Trabajo y Seguridad Social, en cuerpos unificados o separados, sin que tales códigos alteren las jurisdicciones locales, correspondiendo su aplicación a los tribunales federales o provinciales, según que las cosas o las personas cayeren bajo sus respectivas jurisdicciones; y especialmente leyes generales para toda la Nación sobre naturalización y nacionalidad, con sujeción al principio de nacionalidad natural y por opción en beneficio de la argentina: así como sobre bancarrotas, sobre falsificación de la moneda corriente y documentos públicos del Estado, y las que requiera el establecimiento del juicio por jurados.


� MAZZEI, Juana Beatriz en su comentario, op cit. pág. 2


� CABULI, Ezequiel. Comentario al decreto 962/2018. Una reglamentación local del art. 1170 del Cód. Civil


Publicado en LA Ley: ADLA2018-12, 62 - RCCyC 2019 (febrero), 08/02/2019, 34


� Ver MAZZEI, Juana Beatriz en su comentario, op cit. pág. 3.
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